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La obligación de investigar
Artículo 1.  Obligación de Respetar los Derechos

1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a 
garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

Artículo 8.  Garantías Judiciales

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier 
acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, 
fiscal o de cualquier otro carácter. 

Artículo 25.  Protección Judicial

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o 
tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en 
ejercicio de sus funciones oficiales. 



La obligación de investigar
Los órganos del Sistema Interamericano han articulado consistentemente a lo largo de su jurisprudencia la 
obligación de investigar violaciones de derechos humanos a la luz del artículo 1.1 de la CADH. 

Corte IDH. Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. 
Serie C No. 134. 

232. Una de las condiciones que el Estado debe crear para garantizar efectivamente el pleno goce y 
ejercicio del derecho a la vida , así como otros derechos, se refleja necesariamente en el deber de 
investigar las afectaciones a ese derecho…

233. Este deber de investigar deriva de la obligación general que tienen los Estados partes en la 
Convención de respetar y garantizar los derechos humanos consagrados en ella, es decir, de la obligación 
establecida en el artículo 1.1 de dicho tratado en conjunto con el derecho sustantivo que debió ser 
amparado, protegido o garantizado. De tal manera, en casos de violaciones al derecho a la vida, el 
cumplimiento de la obligación de investigar constituye un elemento central al momento de determinar la 
responsabilidad estatal por la inobservancia de las debidas garantías judiciales y protección judiciales. 



La obligación de investigar
Esta obligación se encuentra complementada por los artículos 8 y 25 de la CADH que garantizan a las víctimas 
de derechos humanos el acceso a los recursos judiciales efectivos, sustanciados en consonancia con las normas 
del debido proceso.

Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. 

190. La Corte ha considerado que el Estado está en la obligación de proveer recursos judiciales efectivos a las 
personas que aleguen ser víctimas de violaciones de derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser 
sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la 
obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos 
reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). 

191. El derecho de acceso a la justicia requiere que se haga efectiva la determinación de los hechos que se 
investigan y, en su caso, de las correspondientes responsabilidades penales en tiempo razonable, por lo que, en 
atención a la necesidad de garantizar los derechos de las personas perjudicadas , una demora prolongada 
puede llegar a constituir, por sí misma, una violación de las garantías judiciales . Además, por tratarse de una 
desaparición forzada, el derecho de acceso a la justicia incluye que en la investigación de los hechos se procure 
determinar la suerte o paradero de la víctima (supra párr. 143). 



La obligación de investigar
Obligación de medio y no de resultado

Corte IDH. Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de 
febrero de 2017. Serie C No. 333. 

178. El deber de investigar es una obligación de medios y no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber 
jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de 
intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas, de sus familiares o de la aportación privada de 
elementos probatorios.

Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 
de septiembre de 2012. Serie C No. 250. 

Derecho a ser oído

193. Además, El Tribunal recuerda que, de conformidad con el derecho reconocido en el artículo 8.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, los Estados tienen la obligación de garantizar el derecho de las víctimas 
o sus familiares de participar en todas las etapas de los respectivos procesos, de manera que puedan hacer planteamientos, 
recibir informaciones, aportar pruebas, formular alegaciones y, en síntesis, hacer valer sus derechos . Dicha participación 
deberá tener como finalidad el acceso a la justicia, el conocimiento de la verdad de lo ocurrido y el otorgamiento de una justa 
reparación . Sin embargo, la búsqueda efectiva de la verdad corresponde al Estado, y no depende de la iniciativa procesal de la 
víctima, o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios .



La obligación de investigar
Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250. 

Búsqueda de la verdad

194. Por otro lado, este Tribunal también ha señalado que en una sociedad democrática se debe conocer la verdad 
sobre los hechos de graves violaciones de derechos humanos. Esta es una justa expectativa que el Estado debe 
satisfacer , por un lado, mediante la obligación de investigar de oficio las graves violaciones de derechos humanos y, 
por el otro, con la divulgación pública de los resultados de los procesos penales e investigativos . Esto exige del Estado 
la determinación procesal de los patrones de actuación conjunta y de todas las personas que de diversas formas 
participaron en dichas violaciones y sus correspondientes responsabilidades  y reparar a las víctimas del caso. Por ello, 
en ocasiones anteriores la Corte ha considerado que las autoridades encargadas de las investigaciones tienen el deber 
de asegurar que en el curso de las mismas se valoren los patrones sistemáticos que permitieron la comisión de graves 
violaciones de los derechos humanos, como los sucedidos en el presente caso . En aras de garantizar su efectividad, la 
investigación debe ser conducida tomando en cuenta la complejidad de este tipo de hechos y de la estructura en la 
cual se ubican las personas probablemente involucradas en los mismos, de acuerdo al contexto en que ocurrieron, 
evitando así omisiones en la recaudación de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de investigación . Por ello, las 
autoridades estatales están obligadas a colaborar en la recaudación de la prueba para alcanzar los objetivos de una 
investigación y abstenerse de realizar actos que impliquen obstrucciones para la marcha del proceso investigativo.



La obligación de investigar
El deber de investigar como una forma para combatir la impunidad

Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 
de noviembre de 2006. Serie C No. 160. 

439. Además, tal como indicó la Corte el Estado debe adoptar todas aquellas medidas necesarias para 
cumplir con la obligación de investigar y, en su caso, sancionar a los responsables de graves violaciones de 
derechos humanos.

440. La Corte reitera que el Estado está obligado a combatir esta situación de impunidad por todos los 
medios disponibles, ya que ésta propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y 
la total indefensión de las víctimas y de sus familiares, quienes tienen derecho a conocer la verdad de los 
hechos . El reconocimiento y el ejercicio del derecho a la verdad en una situación concreta constituye un 
medio de reparación.  Por tanto, en el presente caso, el derecho a la verdad da lugar a una expectativa de 
las víctimas, que el Estado debe satisfacer. 



Violencia contra la mujer
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer: "Convención de Belém do 
Pará"

Artículo 1

Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en 
su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como 
en el privado.

Artículo 2

Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica: a. que tenga lugar dentro de 
la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya 
compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual;

b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, 
abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como 
en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y

c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que ocurra. 



Violencia contra la mujer
La violencia contra la mujer como una forma de discriminación

175. En el ámbito interamericano, la Convención de Belém do Pará señala en su preámbulo que la violencia contra la mujer 
es “una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres” y además 
reconoce que el derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye el derecho a ser libre de toda forma de 
discriminación . Desde una perspectiva general, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer (en adelante, “la CEDAW”, por sus siglas en inglés) define la discriminación contra la mujer como “toda 
distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del 
hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, 
cultural y civil o en cualquier otra esfera” . En este sentido, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer de las Naciones Unidas (en adelante, “el Comité de la CEDAW”) ha declarado que la definición de la discriminación 
contra la mujer “incluye la violencia basada en el sexo, es decir, la violencia dirigida contra la mujer [i] porque es mujer o 
[ii] que la afecta en forma desproporcionada”. También ha señalado que “[l]a violencia contra la mujer es una forma de 
discriminación que impide gravemente que goce de derechos y libertades en pie de igualdad con el hombre” . 

176. La Corte reitera que la ineficacia judicial frente a casos individuales de violencia contra las mujeres propicia un 
ambiente de impunidad que facilita y promueve la repetición de los hechos de violencia en general y envía un mensaje 
según el cual la violencia contra las mujeres puede ser tolerada y aceptada, lo que favorece su perpetuación y la 
aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de inseguridad de las mujeres, así como una persistente 
desconfianza de estas en el sistema de administración de justicia . Dicha ineficacia o indiferencia constituye en sí misma 
una discriminación de la mujer en el acceso a la justicia. Por ello, cuando existan indicios o sospechas concretas de 
violencia de género, la falta de investigación por parte de las autoridades de los posibles móviles discriminatorios que tuvo
un acto de violencia contra la mujer, puede constituir en sí misma una forma de discriminación basada en el género .



Violencia contra la mujer
Obligaciones reforzadas

Corte IDH. Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 
2014. Serie C No. 289. 

239. De forma particular, de conformidad con el artículo 1.1 de la Convención Americana, la obligación de garantizar los derechos 
reconocidos en los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana implica el deber del Estado de investigar posibles actos de tortura u 
otros tratos crueles, inhumanos o degradantes . Esta obligación de investigar se ve reforzada por lo dispuesto en los artículos 1, 6 y 8 de 
la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura que obligan al Estado a “toma[r] medidas efectivas para prevenir y 
sancionar la tortura en el ámbito de su jurisdicción”, así como a “prevenir y sancionar […] otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes”. Además, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8 de dicha Convención, los Estados partes garantizarán “a toda persona 
que denuncie haber sido sometida a tortura en el ámbito de su jurisdicción el derecho a que el caso sea examinado imparcialmente. 
Asimismo, cuando exista denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción, los 
Estados partes garantizarán que sus respectivas autoridades procederán de oficio y de inmediato a realizar una investigación sobre el caso y 
a iniciar, cuando corresponda, el respectivo proceso penal”.

241. Por otra parte, la Corte recuerda que, en casos de violencia contra la mujer, las obligaciones generales establecidas en los artículos 8 
y 25 de la Convención Americana se complementan y refuerzan para aquellos Estados que son Parte, con las obligaciones derivadas del 
tratado interamericano específico, la Convención de Belém do Pará. En su artículo 7.b dicha Convención obliga de manera específica a los 
Estados Partes a utilizar la debida diligencia para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer . En estos casos, las 
autoridades estatales deben iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva una vez que tomen conocimiento de 
los hechos que constituyan violencia contra la mujer, incluyendo la violencia sexual . De tal modo, que ante un acto de violencia contra una 
mujer, resulta particularmente importante que las autoridades a cargo de la investigación la lleven adelante con determinación y eficacia, 
teniendo en cuenta el deber de la sociedad de rechazar la violencia contra las mujeres y las obligaciones del Estado de erradicarla y de 
brindar confianza a las víctimas en las instituciones estatales para su protección.



Violencia contra la mujer: obligaciones de 
prevención, investigación y erradicación
Articulo 7 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer: "Convención de 

Belém do Pará"

Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios 

apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo 

siguiente: 

a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las autoridades, sus funcionarios, 

personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación; 

b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer; 

c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean 

necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas 

apropiadas que sean del caso; 



Violencia contra la mujer: obligaciones de 
prevención, investigación y erradicación
d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en 
peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad; 

e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y 
reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la 
tolerancia de la violencia contra la mujer; 

f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, 
entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; 

g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia 
tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces, y 

h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer efectiva esta Convención. 



Obligación de prevenir con debida 
diligencia
Corte IDH. Caso López Soto y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 
2018. Serie C No. 362. 

128. En cuanto al deber de respeto, la Corte ha sostenido que la primera obligación asumida por los Estados Partes, en 
los términos del citado artículo, es la de “respetar los derechos y libertades” reconocidos en la Convención. Así, en la 
protección de los derechos humanos, está necesariamente comprendida la noción de la restricción al ejercicio del poder 
estatal .

129. Sin embargo, los derechos reconocidos en la Convención Americana no solo conllevan obligaciones de carácter 
negativo, como por ejemplo abstenerse de violarlos por la actuación de agentes estatales, sino que, además, 
requieren que el Estado adopte todas las medidas apropiadas para garantizarlos (obligación positiva) . Este deber 
abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, administrativo y cultural, que promuevan la salvaguarda de 
los derechos humanos y que aseguren que las eventuales violaciones a los mismos sean efectivamente consideradas y 
tratadas como un hecho ilícito que, como tal, es susceptible de acarrear sanciones para quien las cometa, así como la 
obligación de reparar integralmente a las víctimas por sus consecuencias perjudiciales.

130. En particular, esta Corte ha establecido que la obligación de garantizar presupone el deber de los Estados de 
prevenir violaciones a los derechos humanos, inclusive aquellas cometidas por terceros particulares. No obstante, un 
Estado no puede ser responsable por cualquier violación de derechos humanos cometida entre particulares dentro de su 
jurisdicción, como se desarrollará posteriormente (infra párrs. 137 a 150). Es claro, a su vez, que la obligación de prevenir 
es de medio o comportamiento y no se demuestra su incumplimiento por el mero hecho de que un derecho haya sido 
violado .



Obligación de prevenir con debida 
diligencia
131. La Convención de Belém do Pará define la violencia contra la mujer  y en su artículo 7 instituye deberes estatales para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, que especifican y complementan las obligaciones que tiene el 
Estado respecto al cumplimiento de los derechos reconocidos en la Convención Americana, tales como los previstos en los 
artículos 4 y 5 . Al respecto, el Tribunal ha establecido que los Estados deben adoptar medidas integrales para cumplir con 
la debida diligencia en casos de violencia contra las mujeres. En particular, deben contar con un adecuado marco jurídico 
de protección, con una aplicación efectiva del mismo y con políticas de prevención y prácticas que permitan actuar de 
una manera eficaz ante las denuncias . La estrategia de prevención debe ser integral, es decir, debe prevenir los factores 
de riesgo y a la vez fortalecer las instituciones para que puedan proporcionar una respuesta efectiva a los casos de 
violencia contra la mujer. Asimismo, los Estados deben adoptar medidas preventivas en casos específicos en los que es 
evidente que determinadas mujeres y niñas pueden ser víctimas de violencia . Adicionalmente, la Corte ha señalado que 
los Estados tienen la obligación de adoptar normas o implementar las medidas necesarias, conforme al artículo 2 de la 
Convención Americana y al artículo 7.c) de la Convención de Belém do Pará, que permitan a las autoridades ofrecer una 
investigación con debida diligencia en casos de violencia contra la mujer . Todo esto debe tomar en cuenta que, en casos 
de violencia contra la mujer, los Estados tienen, además de las obligaciones genéricas contenidas en la Convención 
Americana, obligaciones específicas a partir de la Convención de Belém do Pará, las cuales irradian sobre esferas 
tradicionalmente consideradas privadas o en que el Estado no intervenía . En este sentido, la Corte nota que, al momento 
de los hechos, Venezuela era parte de la Convención de Belém do Pará y que la Ley sobre la Violencia contra la Mujer y la 
Familia fue un primer acercamiento para receptar a nivel nacional los derechos consagrados en dicho instrumento 
internacional, aunque la misma era más restrictiva en tanto solo abarcaba conductas de violencia ocurridas en la esfera 
familiar.



Obligación de prevenir con debida 
diligencia
132. El deber de debida diligencia para prevenir en casos de violencia contra las mujeres ha sido desarrollado 
también mediante instrumentos distintos a la Convención de Belém do Pará desde antes de 2001 . Asimismo, la 
Corte se ha referido a los lineamientos desarrollados por la Relatoría Especial sobre la violencia contra la mujer de 
las Naciones Unidas, en los cuales se enlista una serie de medidas conducentes a cumplir con sus obligaciones 
internacionales de debida diligencia en cuanto a prevención, a saber: ratificación de los instrumentos 
internacionales de derechos humanos; garantías constitucionales sobre la igualdad de la mujer; existencia de 
leyes nacionales y sanciones administrativas que proporcionen reparación adecuada a las mujeres víctimas de 
la violencia; políticas o planes de acción que se ocupen de la cuestión de la violencia contra la mujer; 
sensibilización del sistema de justicia penal y la policía en cuanto a cuestiones de género, accesibilidad y 
disponibilidad de servicios de apoyo; existencia de medidas para aumentar la sensibilización y modificar las 
políticas discriminatorias en la esfera de la educación y en los medios de información, y reunión de datos y 
elaboración de estadísticas sobre la violencia contra la mujer .

133. Además, en este caso Venezuela contaba con legislación interna que imponía a los funcionarios públicos, 
que en general tuvieran conocimiento de actos que lesionaran la dignidad de la mujer y, específicamente, de 
aquellos encargados de la recepción de denuncias, la obligación de debida diligencia para que éstas sean 
tramitadas con celeridad, y que en las investigaciones se preserve la integridad de la mujer (supra párr. 111).



Obligación de prevenir con debida 
diligencia
135. Por otra parte, dado que algunos actos de violencia contra la mujer pueden configurar actos de tortura u otros 
tratos crueles, inhumanos o degradantes, la Corte recuerda que la CIPST establece obligaciones de prevención y sanción 
de la tortura, para lo cual los Estados deben adoptar “en el ámbito de su jurisdicción” las medidas efectivas que sean 
necesarias a tal fin.

136. En suma, al evaluar el cumplimiento de la obligación estatal de debida diligencia para prevenir, la Corte tendrá en 
cuenta que los hechos se refieren a un supuesto de violencia contra la mujer, circunstancia que exige una debida 
diligencia reforzada que trasciende el contexto particular en que se inscribe el caso, lo que conlleva a la adopción de 
una gama de medidas de diversa índole que procuren, además de prevenir hechos de violencia concretos, erradicar a 
futuro toda práctica de violencia basada en el género. Para ello, la Corte ya ha resaltado la importancia de reconocer, 
visibilizar y rechazar los estereotipos de género negativos, que son una de las causas y consecuencias de la violencia 
de género en contra de la mujer, a fin de modificar las condiciones socio-culturales que permiten y perpetúan la 
subordinación de la mujer.



Obligación de prevenir con debida 
diligencia

Responsabilidad del Estado 

139. La fórmula utilizada por esta Corte Interamericana para determinar el alcance de esas obligaciones, y atribuir al Estado
responsabilidad por falta en su deber de debida diligencia para prevenir y proteger a personas o a un grupo de personas 
frente a actos de particulares, fue desarrollada a partir del Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. En dicho caso,
afirmó que los “deberes de adoptar medidas de prevención y protección de los particulares en sus relaciones entre sí se 
encuentran condicionados al conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para un individuo o grupo de 
individuos determinado y a las posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo” .

140. Por ende, de acuerdo a su jurisprudencia constante  y a fin de establecer un incumplimiento del deber de prevenir 
violaciones a los derechos a la vida e integridad personal, la Corte debe verificar que: i) las autoridades estatales sabían, o 
debían haber sabido, de la existencia de un riesgo real e inmediato para la vida y/o integridad personal de un individuo o 
grupo de individuos determinado, y ii) tales autoridades no adoptaron las medidas necesarias dentro del ámbito de sus 
atribuciones que, juzgadas razonablemente, podían esperarse para prevenir o evitar ese riesgo.

141. En suma, para que surja la responsabilidad del Estado por el incumplimiento de una obligación de debida diligencia 
para prevenir y proteger los derechos de un individuo o grupo de individuos determinado frente a particulares, es 
necesario, primeramente, establecer el conocimiento por parte del Estado de un riesgo real e inmediato y, en segundo 
término, realizar una evaluación respecto de la adopción o no de medidas razonables para prevenir o evitar el riesgo en 
cuestión. Al analizar la razonabilidad de las acciones implementadas por el Estado, la Corte valora, por un lado, aquellas 
dirigidas a abordar la problemática de la violencia contra las mujeres en términos generales y, por el otro, aquellas 
adoptadas frente a un caso concreto una vez determinado el conocimiento del riesgo de una grave afectación a la 
integridad física, sexual y/o psicológica de la mujer, e incluso a su vida, el cual activa el deber de debida diligencia reforzada 
o estricta.



Obligación de prevenir con debida 
diligencia
142. Así, la Corte ha establecido que el deber de debida diligencia estricta ante la desaparición de mujeres exige la 
realización exhaustiva de actividades de búsqueda. En particular, es imprescindible la actuación pronta e inmediata de las 
autoridades policiales, fiscales y judiciales ordenando medidas oportunas y necesarias dirigidas a la determinación del 
paradero de la víctima. Deben existir procedimientos adecuados para las denuncias y que éstas conlleven una 
investigación efectiva desde las primeras horas. Las autoridades deben presumir que la persona desaparecida sigue con 
vida hasta que se ponga fin a la incertidumbre sobre la suerte que ha corrido .

143. Para determinar si el Estado tuvo o debió haber tenido conocimiento del riesgo para una persona o grupo de 
personas determinado, la Corte ha tenido en cuenta distintos elementos e indicios, de acuerdo a las circunstancias del caso 
y el contexto en que éste se inscribía. En lo que se refiere a los casos de violencia contra la mujer, la Corte analizó las 
circunstancias particulares de cada asunto, en cuanto al modo en que el Estado tuvo noticia de los hechos, incluyendo el 
contexto relevante y centrándose en las denuncias hechas o en la posibilidad de interponer denuncias por parte de personas 
vinculadas con las víctimas. Así, en el Caso González y Otras (“Campo Algodonero”), la Corte entendió que el Estado había 
conocido el riesgo específico para las víctimas a partir de las denuncias de su desaparición ante las autoridades estatales, a lo 
que se sumaba el contexto conocido por el Estado de violencia y discriminación contra la mujer . En el Caso Véliz Franco, la 
Corte estableció el conocimiento estatal desde la interposición de la denuncia formalizada por parte de la madre, en la cual si 
bien no indicaba explícitamente que María Isabel había sido víctima de un acto ilícito, resultaba razonable desprender que se
encontraba en riesgo. La Corte señaló que un elemento adicional que reforzaba el conocimiento estatal estaba constituido 
por la impunidad generalizada existente en el país . 



Obligación de prevenir con debida 
diligencia
Finalmente, en el Caso Velázquez Paiz, la Corte consideró suficiente prueba la llamada telefónica realizada por los padres 
de Claudina a la Policía Nacional Civil y la información proporcionada a la patrulla que se acercó en respuesta. Aunado a 
ello, la Corte tuvo en cuenta el contexto de aumento de la violencia homicida contra las mujeres en Guatemala y 
agravamiento del grado de violencia y ensañamiento ejercidos contra los cuerpos de muchas de las víctimas.

145. La Corte considera que, en efecto, la noticia de un secuestro o de una desaparición de una mujer debe activar el 
deber de debida diligencia reforzado del Estado, toda vez que esas circunstancias generan un escenario propicio para la 
comisión de actos de violencia contra la mujer, e implican una particular vulnerabilidad a sufrir actos de violencia 
sexual, lo que de por sí conlleva un riesgo a la vida y a la integridad de la mujer, independientemente de un contexto 
determinado. Así lo reconoce la propia Convención de Belém do Pará en su artículo 2, al enlistar el secuestro como una de 
las conductas comprendidas dentro del concepto de violencia contra la mujer.

146. Ahora bien, la aquiescencia generaría un nivel de responsabilidad más directo que aquel derivado del análisis del 
riesgo, por cuanto aquél comporta un consentimiento del Estado al accionar del particular, sea por la inacción deliberada o 
por su propio accionar al haber generado las condiciones que permitan que el hecho sea ejecutado por los particulares . Lo 
decisivo, ha señalado la Corte, es dilucidar “si una determinada violación [...] ha tenido lugar con el apoyo o la tolerancia 
del poder público o si éste ha actuado de manera que la transgresión se haya cumplido en defecto de toda prevención o 
impunemente”



Obligación de prevenir con debida 
diligencia
151. Como fue establecido anteriormente, el derecho internacional de los derechos humanos impone una obligación de 
debida diligencia estricta en la prevención de la violencia contra la mujer. Esta obligación implica, por un lado, la adopción de 
medidas de carácter general, en el plano normativo e institucional; y por el otro, la debida diligencia en la respuesta estatal 
ante la noticia de una desaparición o secuestro de una mujer. La Corte advierte que, en el presente caso, se verifica el 
incumplimiento de estas dos facetas de la obligación de prevención por parte del Estado.

152. Para comenzar, la Corte nota que el marco institucional y normativo para la prevención, investigación y sanción de la 
violencia contra la mujer, al momento de los hechos en Venezuela, era deficitario. En primer lugar, la atención de casos de 
violencia contra la mujer se circunscribía a aquellos sucedidos en el ámbito familiar. Pero, aún en ese supuesto, los 
funcionarios públicos encargados de recibir las denuncias carecían de formación técnica para cumplir con la debida 
diligencia en la respuesta estatal ante la noticia de la desaparición de una mujer, teniendo en cuenta el riesgo que tal 
circunstancia conlleva para su vida e integridad, e incluso frente a la posibilidad de ser forzadas a ejercer la prostitución en
condiciones de esclavitud. Además, la Corte advierte que el Código Penal vigente era altamente discriminatorio contra la 
mujer, sobre todo en lo que respecta a la tipificación de los delitos sexuales. Por ejemplo, establecía penas diferenciadas y
más gravosas para el delito de adulterio en caso en que la mujer incurriera en tal conducta; atenuaba las penas cuando los 
delitos sexuales fueran cometidos contra una mujer que ejerciera la prostitución, y se preveía la extinción de la pena en el 
evento en que el autor del delito de violación contrajera matrimonio con su víctima. Además, el bien jurídico protegido en 
los delitos sexuales no era la libertad sexual y la integridad de la mujer, sino lo relativo a la “moral y las buenas costumbres”. 
En otro orden, y como será desarrollado posteriormente (infra párr. 253), la tipificación de la tortura era insuficiente en tanto 
se circunscribía a personas en custodia. De este modo, el Estado no había adecuado su legislación y práctica a los 
instrumentos internacionales ratificados.

153. En cuanto a la obligación de actuar con debida diligencia para cumplir con el deber de prevención en este caso en 
concreto, como fue reseñado previamente, la controversia fáctica se centra en determinar si las autoridades estatales sabían 
o debían haber sabido de la existencia de un riesgo real e inmediato para la integridad, libertad, dignidad, autonomía y vida
privada de Linda Loaiza López Soto.



Obligación de prevenir con debida 
diligencia
155. Como fue expuesto anteriormente (supra párr. 143), una constancia escrita que dé cuenta de la formulación de una 
denuncia no es el único modo de probar el conocimiento del riesgo, sino que pueden ser suficientes las declaraciones de 
quienes manifiesten haberlas interpuesto, siempre que sean consistentes con relación a los aspectos fundamentales. 
Además, la Corte resalta que, de acuerdo a su jurisprudencia , las declaraciones de las presuntas víctimas no pueden ser 
descartadas por el mero hecho de tener un interés en el resultado del proceso, sino que deben apreciarse junto con el 
resto de los elementos probatorios. Este criterio se condice con el sistema de valoración probatoria adoptado por la Corte, 
que es la sana crítica, en el cual el juzgador examina libremente las pruebas incorporadas al proceso de acuerdo con las 
reglas de la lógica y con base en la experiencia, sin que se encuentre predeterminado el peso probatorio de cada una de 
ellas.

163. Al respecto, cabe reiterar que, si bien corresponde a la parte demandante la carga de la prueba de los hechos en 
que se funda su alegato, en los procesos sobre violaciones de derechos humanos la defensa del Estado no puede 
descansar sobre la imposibilidad del demandante de allegar pruebas, cuando es el Estado quien tiene el control de los 
medios para aclarar hechos ocurridos dentro de su territorio (supra párr. 53). Por lo tanto, no puede descartarse la 
posibilidad de que efectivamente hayan existido otras denuncias, pues aunque es un hecho negativo el que se trata de 
probar –la no recepción o procesamiento de las denuncias-, es posible también la demostración del hecho positivo 
susceptible de evidencia, en cuanto a que Ana Secilia se habría presentado a la entonces Policía Técnica Judicial ubicada en 
la Avenida Urdaneta de la ciudad de Caracas en ocasiones previas al 26 de mayo de 2001, y el Estado no aportó evidencias 
que demostraran lo contrario, sino que se escudó en la supuesta falta de existencia de registros.

164. De todo lo expuesto, la Corte concluye que, pese a que no es posible determinar con certeza la fecha en que Ana 
Secilia concurrió por primera vez a denunciar la desaparición de su hermana, al menos desde la denuncia del 26 de mayo 
de 2001 el Estado tuvo conocimiento de un riesgo para la integridad, libertad, dignidad, autonomía y vida privada de Linda 
Loaiza López Soto.



Obligación de investigar con debida 
diligencia
Corte IDH. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205. 

287. De la obligación general de garantía de los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal deriva la 
obligación de investigar los casos de violaciones de esos derechos; es decir, del artículo 1.1 de la Convención en conjunto 
con el derecho sustantivo que debe ser amparado, protegido o garantizado . Asimismo, México debe observar lo dispuesto 
en el artículo 7.b y 7.c de la Convención Belém do Pará, que obliga a actuar con la debida diligencia  y a adoptar la normativa 
necesaria para investigar y sancionar la violencia contra la mujer.

293. La Corte considera que el deber de investigar efectivamente, siguiendo los estándares establecidos por el Tribunal 
(supra párrs. 287 a 291) tiene alcances adicionales cuando se trata de una mujer que sufre una muerte, maltrato o 
afectación a su libertad personal en el marco de un contexto general de violencia contra las mujeres. En similar sentido, la 
Corte Europea ha dicho que cuando un ataque es motivado por razones de raza, es particularmente importante que la 
investigación sea realizada con vigor e imparcialidad, teniendo en cuenta la necesidad de reiterar continuamente la condena 
de racismo por parte de la sociedad y para mantener la confianza de las minorías en la habilidad de las autoridades de 
protegerlas de la amenaza de violencia racial . El criterio anterior es totalmente aplicable al analizarse los alcances del deber 
de debida diligencia en la investigación de casos de violencia por razón de género.

294. Para determinar si la obligación procesal de proteger los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal por 
la vía de una investigación seria de lo ocurrido se ha cumplido a cabalidad en este caso, es preciso examinar las diversas 
acciones tomadas por el Estado con posterioridad al hallazgo de los cuerpos sin vida, así como los procedimientos a nivel 
interno destinados a dilucidar los hechos ocurridos y a identificar a los responsables de las violaciones cometidas en 
perjuicio de las víctimas.



Obligación de investigar con debida 
diligencia
En caso de muerte, maltrato o afectación a su libertad personal

Corte IDH. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
19 de mayo de 2014. Serie C No. 277. 

185. La Corte recuerda que en casos de violencia contra la mujer las obligaciones generales establecidas en los artículos 8 y 
25 de la Convención Americana se complementan y refuerzan para aquellos Estados que son Parte, con las obligaciones 
derivadas del tratado interamericano específico, la Convención de Belém do Pará . En su artículo 7.b dicha Convención obliga 
de manera específica a los Estados Partes a utilizar la debida diligencia para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 
la mujer . En su artículo 7.c la Convención de Belém do Pará obliga a los Estados Partes a adoptar la normativa necesaria para 
investigar y sancionar la violencia contra la mujer . En estos casos, las autoridades estatales deben iniciar ex officio y sin 
dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva una vez que tomen conocimiento de los hechos que constituyan 
violencia contra la mujer, incluyendo la violencia sexual . De tal modo, que ante un acto de violencia contra una mujer, 
resulta particularmente importante que las autoridades a cargo de la investigación la lleven adelante con determinación y 
eficacia, teniendo en cuenta el deber de la sociedad de rechazar la violencia contra las mujeres y las obligaciones del Estado 
de erradicarla y de brindar confianza a las víctimas en las instituciones estatales para su protección .

186. La Corte también ha señalado que el deber de investigar efectivamente tiene alcances adicionales cuando se trata de 
una mujer que sufre una muerte, maltrato o afectación a su libertad personal en el marco de un contexto general de 
violencia contra las mujeres.



Obligación de investigar con debida 
diligencia
187. El criterio anterior es totalmente aplicable al analizarse los alcances del deber de debida diligencia en la investigación 
de casos de violencia por razón de género . A menudo es difícil probar en la práctica que un homicidio o acto de agresión 
violenta contra una mujer ha sido perpetrado por razón de género. Dicha imposibilidad a veces deriva de la ausencia de 
una investigación profunda y efectiva por parte de las autoridades sobre el incidente violento y sus causas. Es por ello que 
las autoridades estatales tienen la obligación de investigar ex officio las posibles connotaciones discriminatorias por 
razón de género en un acto de violencia perpetrado contra una mujer, especialmente cuando existen indicios concretos 
de violencia sexual de algún tipo o evidencias de ensañamiento contra el cuerpo de la mujer (por ejemplo, 
mutilaciones), o bien cuando dicho acto se enmarca dentro de un contexto de violencia contra la mujer que se da en un 
país o región determinada. 

188. Asimismo, la Corte ha establecido que en casos de sospecha de homicidio por razón de género, la obligación estatal 
de investigar con la debida diligencia incluye el deber de ordenar de oficio los exámenes y pericias correspondientes 
tendientes a verificar si el homicidio tuvo un móvil sexual o si se produjo algún tipo de violencia sexual. En este sentido, 
la investigación sobre un supuesto homicidio por razón de género no debe limitarse a la muerte de la víctima, sino que 
debe abarcar otras afectaciones específicas contra la integridad personal, tales como torturas y actos de violencia 
sexual. En una investigación penal por violencia sexual es necesario que se documenten y coordinen los actos 
investigativos y se maneje diligentemente la prueba, tomando muestras suficientes, realizando estudios para determinar 
la posible autoría del hecho, asegurando otras pruebas como la ropa de la víctima, la investigación inmediata del lugar de 
los hechos y garantizando la correcta cadena de custodia . 



Obligación de investigar con debida 
diligencia
En ese tenor, las primeras fases de la investigación pueden ser especialmente cruciales en casos de homicidio contra la 
mujer por razón de género, ya que las fallas que se puedan producir en diligencias tales como las autopsias y en la 
recolección y conservación de evidencias físicas pueden llegar a impedir u obstaculizar la prueba de aspectos relevantes, 
como por ejemplo, la violencia sexual. En cuanto a la realización de autopsias en un contexto de homicidio por razón de 
género, la Corte ha especificado que se debe examinar cuidadosamente las áreas genital y para-genital en búsqueda de 
señales de abuso sexual, así como preservar líquido oral, vaginal y rectal, y vello externo y púbico de la víctima . 
Asimismo, en casos de supuestos actos de violencia contra la mujer, la investigación penal debe incluir una 
perspectiva de género y realizarse por funcionarios capacitados en casos similares y en atención a víctimas de 
discriminación y violencia por razón de género.

189. Adicionalmente, la Corte señala que los Estados tienen la obligación de adoptar normas o implementar las medidas 
necesarias, conforme al artículo 2 de la Convención Americana y al artículo 7.c de la Convención de Belém do Pará, que 
permitan a las autoridades ofrecer una investigación con debida diligencia en casos de supuesta violencia contra la 
mujer. 



Obligación de investigar con debida 
diligencia
En caso de violencia sexual 

Corte IDH. Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 
de noviembre de 2014. Serie C No. 289. 

242. La Corte ha especificado los principios rectores que es preciso observar en investigaciones penales relativas a 
violaciones de derechos humanos . La Corte también ha señalado que el deber de investigar efectivamente tiene 
alcances adicionales cuando se trata de una mujer que sufre una muerte, maltrato o afectación a su libertad personal en 
el marco de un contexto general de violencia contra las mujeres . En casos de violencia contra la mujer, ciertos 
instrumentos internacionales resultan útiles para precisar y dar contenido a la obligación estatal reforzada de 
investigarlos con la debida diligencia . Entre otros, en una investigación penal por violencia sexual es necesario que: i) 
se documenten y coordinen los actos investigativos y se maneje diligentemente la prueba, tomando muestras 
suficientes, realizando estudios para determinar la posible autoría del hecho, asegurando otras pruebas como la ropa 
de la víctima, investigando de forma inmediata el lugar de los hechos y garantizando la correcta cadena de custodia; ii) 
se brinde acceso a asistencia jurídica gratuita a la víctima durante todas las etapas del proceso, y iii) se brinde atención 
médica, sanitaria y psicológica a la víctima, tanto de emergencia como de forma continuada si así se requiere, 
mediante un protocolo de atención cuyo objetivo sea reducir las consecuencias de la violación . Asimismo, en casos de 
supuestos actos de violencia contra la mujer, la investigación penal debe incluir una perspectiva de género y realizarse 
por funcionarios capacitados en casos similares y en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de 
género . Igualmente, la Corte se ha referido a las características que deben ostentar las declaraciones y los exámenes 
médicos realizados a la presunta víctima en este tipo de casos (infra párrs. 249 y 252). 



Obligación de investigar con debida 
diligencia
248. Así, en primer lugar, la Corte considera que, en cuanto a las entrevistas que se realicen a una persona que afirma haber 
sido sometida a actos de tortura: i) se debe permitir que ésta pueda exponer lo que considere relevante con libertad, por lo 
que los funcionarios deben evitar limitarse a formular preguntas; ii) no debe exigirse a nadie hablar de ninguna forma de 
tortura si se siente incómodo al hacerlo; iii) se debe documentar durante la entrevista la historia psicosocial y previa al arresto 
de la presunta víctima, el resumen de los hechos narrados por ésta relacionados al momento de su detención inicial, las 
circunstancias, el lugar y las condiciones en las que se encontraba durante su permanencia bajo custodia estatal, los malos 
tratos o actos de tortura presuntamente sufridos, así como los métodos presuntamente utilizados para ello, y iv) se debe 
grabar y hacer transcribir la declaración detallada . En casos de que la alegada tortura incluya actos de violencia o violación 
sexual, dicha grabación deberá ser consentida por la presunta víctima . 

249. De forma particular, la Corte ha señalado que, en cuanto a la entrevista que se realiza a una presunta víctima de actos 
de violencia o violación sexual, es necesario que la declaración de ésta se realice en un ambiente cómodo y seguro, que le 
brinde privacidad y confianza, y que la declaración se registre de forma tal que se evite o limite la necesidad de su 
repetición . Dicha declaración deberá contener, con el consentimiento de la presunta víctima: i) la fecha, hora y lugar del 
acto de violencia sexual perpetrado, incluyendo la descripción del lugar donde ocurrió el acto; ii) el nombre, identidad y 
número de agresores; iii) la naturaleza de los contactos físicos de los que habría sido víctima; iv) si existió uso de armas o 
retenedores; v) el uso de medicación, drogas, alcohol u otras substancias; vi) la forma en la que la ropa fue removida, de ser 
el caso; vii) los detalles sobre las actividades sexuales perpetradas o intentadas en contra de la presunta víctima; viii) si 
existió el uso de preservativos o lubricantes; ix) si existieron otras conductas que podrían alterar la evidencia, y x) detalles 
sobre los síntomas que ha padecido la presunta víctima desde ese momento.

252. Por otro lado, la Corte ha señalado que, en casos de violencia contra la mujer, al tomar conocimiento de los actos 
alegados, es necesario que se realice inmediatamente un examen médico y psicológico completo y detallado por personal 
idóneo y capacitado, en lo posible del sexo que la víctima indique, ofreciéndole que sea acompañada por alguien de su 
confianza si así lo desea . Dicho examen deberá ser realizado de conformidad con protocolos dirigidos específicamente a 
documentar evidencias en casos de violencia de género.



Obligación de investigar con debida 
diligencia
Alcance de la noción de violencia sexual

Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre 
de 2006. Serie C No. 160. 

304. Se probó que en el Hospital de la Policía los internos heridos, quienes se encontraban en deplorables condiciones, fueron 
además desnudados y obligados a permanecer sin ropa durante casi todo el tiempo que estuvieron en el hospital, que en 
algunos casos se prolongó durante varios días y en otros durante semanas, y se encontraron vigilados por agentes armados 
(supra párr. 197.49). 

306. En relación con lo anterior, es preciso enfatizar que dicha desnudez forzada tuvo características especialmente graves para
las seis mujeres internas que se ha acreditado que fueron sometidas a ese trato. Asimismo, durante todo el tiempo que 
permanecieron en este lugar a las internas no se les permitió asearse y, en algunos casos, para utilizar los servicios sanitarios 
debían hacerlo acompañadas de un guardia armado quien no les permitía cerrar la puerta y las apuntaba con el arma mientras 
hacían sus necesidades fisiológicas (supra párr. 197.49). El Tribunal estima que esas mujeres, además de recibir un trato 
violatorio de su dignidad personal, también fueron víctimas de violencia sexual, ya que estuvieron desnudas y cubiertas con 
tan solo una sábana, estando rodeadas de hombres armados, quienes aparentemente eran miembros de las fuerzas de 
seguridad del Estado. Lo que califica este tratamiento de violencia sexual es que las mujeres fueron constantemente 
observadas por hombres. La Corte, siguiendo la línea de la jurisprudencia internacional y tomando en cuenta lo dispuesto en la 
Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, considera que la violencia sexual se configura con
acciones de naturaleza sexual que se cometen en una persona sin su consentimiento, que además de comprender la invasión 
física del cuerpo humano, pueden incluir actos que no involucren penetración o incluso contacto físico alguno . 

307. La Corte hace notar el contexto en el que fueron realizados dichos actos, ya que las mujeres que los sufrieron se hallaban 
sujetas al completo control del poder de agentes del Estado, absolutamente indefensas, y habían sido heridas precisamente por
agentes estatales de seguridad. 



Obligación de investigar con debida 
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308. El haber forzado a las internas a permanecer desnudas en el hospital, vigiladas por hombres armados, en 
el estado precario de salud en que se encontraban, constituyó violencia sexual en los términos antes descritos, 
que les produjo constante temor ante la posibilidad de que dicha violencia se extremara aún más por parte de 
los agentes de seguridad, todo lo cual les ocasionó grave sufrimiento psicológico y moral, que se añade al 
sufrimiento físico que ya estaban padeciendo a causa de sus heridas. Dichos actos de violencia sexual atentaron 
directamente contra la dignidad de esas mujeres. El Estado es responsable por la violación del derecho a la 
integridad personal consagrado en el artículo 5.2 de la Convención Americana, en perjuicio de las seis internas 
que sufrieron esos tratos crueles, cuyos nombres se encuentran incluidos en el Anexo 2 de víctimas de la 
presente Sentencia que para estos efectos forma parte de la misma.

309. Por otra parte, en el presente caso se ha probado que una interna que fue trasladada al Hospital de la 
Sanidad de la Policía fue objeto de una “inspección” vaginal dactilar, realizada por varias personas 
encapuchadas a la vez, con suma brusquedad, bajo el pretexto de revisarla (supra párr. 197.50).

310. Siguiendo el criterio jurisprudencial y normativo que impera tanto en el ámbito del Derecho Penal 
Internacional como en el Derecho Penal comparado, el Tribunal considera que la violación sexual no implica 
necesariamente una relación sexual sin consentimiento, por vía vaginal, como se consideró tradicionalmente. 
Por violación sexual también debe entenderse actos de penetración vaginales o anales, sin consentimiento de 
la víctima, mediante la utilización de otras partes del cuerpo del agresor u objetos, así como la penetración 
bucal mediante el miembro viril.



Obligación de investigar con debida 
diligencia
311. La Corte reconoce que la violación sexual de una detenida por un agente del Estado es un acto 
especialmente grave y reprobable, tomando en cuenta la vulnerabilidad de la víctima y el abuso de poder que 
despliega el agente . Asimismo, la violación sexual es una experiencia sumamente traumática que puede tener 
severas consecuencias  y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima “humillada física y 
emocionalmente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo que acontece en 
otras experiencias traumáticas. 

312. Con base en lo anterior, y tomando en cuenta lo dispuesto en el artículo 2 de la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura, este Tribunal concluye que los actos de violencia sexual a que fue sometida 
una interna bajo supuesta “inspección” vaginal dactilar (supra párr. 309) constituyeron una violación sexual que 
por sus efectos constituye tortura. Por lo tanto, el Estado es responsable por la violación del derecho a la 
integridad personal consagrado en el artículo 5.2 de la Convención Americana, así como por la violación de los 
artículos 1, 6 y 8 de la referida Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de la 
interna indicada en el Anexo 2 de víctimas de la presente Sentencia que para estos efectos forma parte de la 
misma.



Prueba de la existencia de violencia sexual
Caso  Espinoza Gonzáles  Vs.  Perú.  Excepciones  Preliminares,  Fondo,  Reparaciones  y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014.

150. En lo que respecta casos de alegada violencia sexual, la Corte ha señalado que las agresiones sexuales se 
caracterizan, en general, por producirse en ausencia de otras personas más allá de la víctima y el agresor o los agresores. 
Dada la naturaleza de estas formas de violencia, no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas o documentales 
y, por ello, la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre el hecho. Asimismo, al analizar dichas 
declaraciones se debe tomar en cuenta que las agresiones sexuales corresponden a un tipo de delito que la víctima no 
suele denunciar , por el estigma que dicha denuncia conlleva usualmente. La Corte, igualmente, ha tenido en cuenta 
que las declaraciones brindadas por las víctimas de violencia sexual se refieren a un momento traumático de ellas, cuyo 
impacto puede derivar en determinadas imprecisiones al recordarlos . Por ello, la Corte ha advertido que las 
imprecisiones en declaraciones relacionadas a violencia sexual o la mención de algunos de los hechos alegados 
solamente en algunas de éstas no significa que sean falsas o que los hechos relatados carezcan de veracidad .

151. Por otro lado, la Corte recuerda que la evidencia obtenida a través de los exámenes médicos tiene un rol crucial 
durante las investigaciones realizadas contra los detenidos y en los casos cuando estos alegan maltrato . En este sentido, 
los alegatos de maltratos ocurridos en custodia policial son extremadamente difíciles de sustanciar para la víctima si ésta 
estuvo aislada del mundo exterior, sin acceso a médicos, abogados, familia o amigos quienes podrán apoyar y reunir la 
evidencia necesaria . Por tanto, corresponde a las autoridades judiciales el deber de garantizar los derechos del detenido, 
lo que implica la obtención y el aseguramiento de toda prueba que pueda acreditar los actos de tortura, incluyendo 
exámenes médicos . 



Prueba de la existencia de violencia sexual
152. Adicionalmente, es importante destacar que en los casos en los que existen alegatos de supuestas torturas o 
malos tratos, el tiempo transcurrido para la realización de las correspondientes pericias médicas es esencial 
para determinar fehacientemente la existencia del daño, sobre todo cuando no se cuenta con testigos más allá 
de los perpetradores y las propias víctimas y, en consecuencia, los elementos de evidencia pueden ser escasos.
De ello se desprende que para que una investigación sobre hechos de tortura sea efectiva, la misma deberá ser 
efectuada con prontitud.   Por tanto, la falta de realización de un examen médico de una persona que se 
encontraba bajo la custodia del Estado, o la realización del mismo sin el cumplimiento de los estándares 
aplicables, no puede ser usado para cuestionar la veracidad de los alegatos de maltrato de la presunta víctima . 
Igualmente, la ausencia de señales físicas no implica que no se han producido maltratos, ya que es frecuente 
que estos actos de violencia contra las personas no dejen marcas ni cicatrices permanentes .

153. En el mismo sentido, en casos donde se alegue agresiones sexuales, la falta de evidencia médica no 
disminuye la veracidad de la declaración de la presunta víctima . En tales casos, no necesariamente se verá 
reflejada la ocurrencia de violencia o violación sexual en un examen médico, ya que no todos los casos de 
violencia y/o violación sexual ocasionan lesiones físicas o enfermedades verificables a través de dichos exámenes.



Obligación de investigar con debida 
diligencia
Investigar con perspectiva de género

Corte IDH. Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C No. 307. 

146. La Corte también ha señalado que el deber de investigar tiene alcances adicionales cuando se trata de una mujer que 
sufre una muerte, maltrato o afectación a su libertad personal en el marco de un contexto general de violencia contra las 
mujeres . A menudo es difícil probar en la práctica que un homicidio o acto de agresión violento contra una mujer ha sido 
perpetrado por razón de género. Dicha dificultad a veces deriva de la ausencia de una investigación profunda y efectiva 
por parte de las autoridades sobre el incidente violento y sus causas. Es por ello que las autoridades estatales tienen la 
obligación de investigar ex officio las posibles connotaciones discriminatorias por razón de género en un acto de violencia 
perpetrado contra una mujer, especialmente cuando existen indicios concretos de violencia sexual de algún tipo o 
evidencias de ensañamiento contra el cuerpo de la mujer (por ejemplo, mutilaciones), o bien cuando dicho acto se 
enmarca dentro de un contexto de violencia contra la mujer que se da en un país o región determinada . Asimismo, la 
investigación penal debe incluir una perspectiva de género y realizarse por funcionarios capacitados en casos similares y 
en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género .

147. Asimismo, la Corte ha establecido que en casos de sospecha de homicidio por razón de género, la obligación estatal 
de investigar con la debida diligencia incluye el deber de ordenar de oficio los exámenes y pericias correspondientes 
tendientes a verificar si el homicidio tuvo un móvil sexual o si se produjo algún tipo de violencia sexual. En este sentido, la 
investigación sobre un supuesto homicidio por razón de género no debe limitarse a la muerte de la víctima, sino que debe 
abarcar otras afectaciones específicas contra la integridad personal, tales como torturas y actos de violencia sexual . En 
una investigación penal por violencia sexual es necesario que se documenten y coordinen los actos investigativos y se 
maneje diligentemente la prueba, tomando muestras suficientes, realizando estudios para determinar la posible autoría 
del hecho, asegurando otras pruebas como la ropa de la víctima, la investigación inmediata del lugar de los hechos y 
garantizando la correcta cadena de custodia . 



Obligación de investigar con debida 
diligencia
Estereotipos de género

Corte IDH. Caso López Soto y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2018. Serie C No. 362. 

220. Por otra parte, la Corte advierte que, en materia de violencia contra la mujer, existen ciertos obstáculos y restricciones 
que deben enfrentar las mujeres al momento de recurrir ante las autoridades estatales, que impiden el ejercicio efectivo de 
su derecho de acceso a la justicia . En este sentido, la falta de formación y de conocimiento en materia de género por parte 
de los operadores estatales de las instituciones relacionadas con la investigación y administración de justicia, y la vigencia 
de estereotipos que restan credibilidad a las declaraciones de las mujeres víctimas, constituyen factores fundamentales 
que, junto a los altos índices de impunidad en casos de esta naturaleza , conllevan a que las mujeres decidan no denunciar 
hechos de violencia o no proseguir con las causas iniciadas . A estos factores debe adicionársele la falta de acceso a un 
asesoramiento letrado de calidad y de servicios capaces de brindar asistencia social y de acogida a las víctimas, como así 
también la falta de adopción de medidas de protección inmediata por parte de los funcionarios estatales que intervienen 
en este tipo de hechos235. La Corte reitera que el estereotipo de género se refiere a una pre-concepción de 
atributos, conductas o características poseídas o papeles que son o deberían ser ejecutados por hombres y mujeres 
respectivamente, y que es posible asociar la subordinación de la mujer a prácticas basadas en estereotipos de género 
socialmente dominantes y socialmente persistentes. En este sentido, su creación y uso se convierte en una de las causas 
y consecuencias de la violencia de género en contra de la mujer, condiciones que se agravan cuando se reflejan, implícita 
o explícitamente, en políticas y prácticas, particularmente en el razonamiento y el lenguaje de las autoridades estatales .



Obligación de investigar con debida 
diligencia
236. En particular, la Corte ha reconocido que los prejuicios personales y los estereotipos de género afectan la 
objetividad de los funcionarios estatales encargados de investigar las denuncias que se les presentan, influyendo en su 
percepción para determinar si ocurrió́ o no un hecho de violencia, en su evaluación de la credibilidad de los testigos y 
de la propia víctima. Los estereotipos “distorsionan las percepciones y dan lugar a decisiones basadas en creencias 
preconcebidas y mitos, en lugar de hechos”, lo que a su vez puede dar lugar a la denegación de justicia, incluida la 
revictimización de las denunciantes . Cuando se utilizan estereotipos en las investigaciones de violencia contra la 
mujer se afecta el derecho a una vida libre de violencia, más aún en los casos en que su empleo por parte de los 
operadores jurídicos impide el desarrollo de investigaciones apropiadas, denegándose, además, el derecho de acceso 
a la justicia de las mujeres. A su vez, cuando el Estado no desarrolla acciones concretas para erradicarlos, los refuerza 
e institucionaliza, lo cual genera y reproduce la violencia contra la mujer .

237. En este caso, la Corte comprueba que el hecho de que en reiteradas ocasiones se hiciera alusión a que Linda Loaiza 
se encontraba en una relación de pareja con su agresor (supra párrs. 68, 157 y 168), implicó que en la práctica las 
autoridades no dieran una respuesta oportuna e inmediata, minimizaran institucionalmente la gravedad de la situación y 
de las afectaciones en su integridad personal, y no trataran el caso en sus etapas iniciales con la exhaustividad que 
requería. No pasa inadvertido para la Corte que tradicionalmente el ámbito de las parejas y la familia se consideraba 
exento del escrutinio público, es decir, que se circunscribía a la esfera privada y era, por tanto, menos serio o no merecía 
la atención de las autoridades . Por el otro lado, debido a la normativa penal discriminatoria existente (supra párrs. 232 y 
234), durante la investigación y enjuiciamiento de este caso se vertieron expresiones relativas a la supuesta 
promiscuidad de la víctima que la culpabilizaban de lo acontecido



Obligación de investigar con debida 
diligencia
238. En este sentido, la Corte advierte que las autoridades judiciales en la primera sentencia, que determinó que no 
había pruebas suficientes para concluir que el acusado era responsable por los delitos que se le imputaban, incluyendo 
la tortura y violencia sexual, así como en la segunda sentencia, que también lo absolvió del delito de violación por falta 
de pruebas, desacreditando el valor probatorio de la declaración de Linda Loaiza, requirieron que lo dicho por la 
víctima fuera corroborado por pruebas adicionales o se valoró supuestos antecedentes de la vida sexual de la 
víctima, en contravención con los parámetros internacionales . La Corte recuerda que una garantía para el acceso a 
la justicia de las mujeres víctimas de violencia sexual debe ser la previsión de reglas para la valoración de la prueba 
que evite afirmaciones, insinuaciones y alusiones estereotipadas .

239. La Corte reafirma que prácticas como las señaladas, tendentes a devaluar a la víctima en función de cualquier 
estereotipo negativo y neutralizar la desvaloración de eventuales responsables, deben ser rechazadas y calificadas 
como incompatibles con el derecho internacional de los derechos humanos . En este sentido, el Tribunal rechaza 
toda práctica estatal mediante la cual se justifica la violencia contra la mujer y se le culpabiliza de ésta, toda vez que 
valoraciones de esta naturaleza muestran un criterio discrecional y discriminatorio con base en el comportamiento 
de la víctima por el solo hecho de ser mujer .

240. En consecuencia, la Corte establece que, tanto en la etapa inicial como durante el proceso, diversos funcionarios 
públicos recurrieron a estereotipos, los que influyeron negativamente y se erigieron en obstáculos para el acceso a la 
justicia y la efectiva investigación y juzgamiento de los hechos de este caso.



Obligación de investigar con debida 
diligencia
Corte IDH. Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 371. 
310. En el presente caso, la Corte ya hizo referencia a las deficiencias de las etapas iniciales de la 
investigación, especialmente en la recolección y manejo de la prueba (supra párrs. 272 y ss.). La 
negativa a tomar las denuncias realizadas por las mujeres, la falta de atención médica y 
ginecológica, la omisión de practicar los peritajes médico-psicológicos pertinentes -especialmente 
las pruebas ginecológicas-, así como el deficiente manejo de la evidencia recolectada, demuestran 
no solamente un incumplimiento a la debida diligencia, sino también que el Estado no realizó la 
investigación con una perspectiva de género, tal como el caso lo requería. Asimismo, la 
investigación de los hechos denunciados por las mujeres se caracterizó por declaraciones y 
conductas discriminatorias, estereotipadas y revictimizantes, afectando el derecho de acceso a la 
justicia de las mujeres víctimas del presente caso.

311. Asimismo, este Tribunal se refirió a la violencia estereotipada de la cual fueron víctimas las 
mujeres al ser desacreditadas con base en afirmaciones estereotipadas y revictimizantes por parte 
de algunas autoridades (supra párr. 219). Sin embargo, resta analizar el efecto que estas 
declaraciones pudieron haber tenido en la diligencia con la cual se llevaron a cabo las 
investigaciones, especialmente en las etapas iniciales. 



Obligación de investigar con debida 
diligencia
313. En el presente caso, la Corte observa que se afirmó que las mujeres eran “muy dignas para dejarse revisar”, 
lo cual resulta particularmente vejatorio teniendo en cuenta que a la mayoría de las mujeres víctimas del 
presente caso se les negó la revisión ginecológica, pese a que algunas lo solicitaron expresamente, llegando 
incluso a tener que recurrir a una huelga de hambre (supra párr. 109). Asimismo, se desacreditó a las mujeres 
desmintiendo la violencia sexual con base en la afirmación de que no había denuncias, cuando no solamente 
eso resulta irrelevante, en tanto el deber de investigar surge independientemente de la existencia de una 
denuncia ante la existencia de indicios, sino que además era falso, en tanto varias de las mujeres habían 
intentado denunciar los hechos sin que las autoridades se lo permitieran (supra párr. 105). El Tribunal también 
advierte la utilización de frases tendientes a justificar o quitar responsabilidad a los perpetradores, por ejemplo, 
al reducir los abusos policiales a una consecuencia del estrés, así como la perpetración de estereotipos relativos 
a la falta de credibilidad a las mujeres al atribuir las denuncias a tácticas de “grupos de insurgencia” o 
“radicales” (supra párr. 74). En definitiva, la Corte advierte que declaraciones de este tipo no solo son 
discriminatorias y revictimizantes, sino que crean un clima adverso a la investigación efectiva de los hechos y 
propician la impunidad. 

314. Además, la Corte nota que la desacreditación de las mujeres ocurrió también en el trato que recibieron por 
parte de los funcionarios encargados de la investigación. Así, por ejemplo, en audiencia pública ante esta Corte, 
Bárbara Italia Méndez Moreno refirió que todo el tiempo se sintió cuestionada en cuanto a su comportamiento 
y a qué había hecho para merecer lo que le ocurrió . De particular gravedad resulta la afirmación que Claudia 
Hernández recibió por parte de uno de los médicos (cuyo deber era atender a las mujeres y documentar los 
hechos denunciados), quien le dijo que no le creía, y la calificó de “revoltosa” y “mugrosa”. 



Obligación de investigar con debida 
diligencia
315. Este Tribunal ha afirmado, en relación a la violación sexual, que dada la naturaleza de esta forma de violencia no se 
puede esperar la existencia de pruebas gráficas o documentales y, por ello, la declaración de la víctima constituye una 
prueba fundamental sobre el hecho . En el presente caso, la Corte observa numerosos ejemplos de ocasiones en que las 
autoridades estatales le dieron un peso excesivo a la ausencia de evidencia física, lo cual resulta particularmente grave 
teniendo en cuenta que, en gran medida, la ausencia de dicha evidencia se debió al actuar negligente de las mismas 
autoridades que luego la exigieron. La Corte ya determinó supra que la negativa por parte de algunas de las mujeres 
víctimas del presente caso a que se les volviera a practicar el Protocolo de Estambul redundó en un perjuicio para la 
investigación, ante la falta de adopción de otras medidas por parte de la FEVIM, tal como la consideración de los 
peritajes que otras entidades les habían practicado anteriormente. Asimismo, la Corte resalta la declaración el 
Secretario General de Gobierno del estado de México en cuanto a que no era posible iniciar una investigación en virtud 
de la falta de exámenes ginecológicos o denuncias penales (supra párr. 73), así como el informe de la Agencia de 
Seguridad Estatal de 17 de mayo de 2006 ante el Gobernador y la PGJEM, el cual afirmó que “una posible víctima de 
una violación tumultuaria presentaría lesiones que pondrían en riesgo su vida y su capacidad mental […] tendrían que 
estar hospitalizadas” . Todos ellos son ejemplos del peso excesivo que las autoridades le asignaron a la evidencia física, 
contraviniendo los estándares interamericanos en materia de investigación de casos de violencia sexual. 

316. Adicionalmente, este Tribunal también advierte los efectos revictimizantes del trato esterotipado y discriminatorio 
recibido por las mujeres. La Corte nota, por ejemplo, que las autoridades a cargo de la investigación no tomaron los 
recaudos para evitar someterlas reiterada e innecesariamente a la experiencia revictimizante e invasiva que representa 
la aplicación de peritajes médico-psicológicos (supra párrs. 282 y 283). 



Obligación de investigar con debida 
diligencia
Además, la Corte nota que la FEVIM practicó en forma parcial un “dictamen socio familiar y económico de las 
denunciantes, rol de vida de la víctima, costumbres y usos”, en contra de la voluntad de las once mujeres víctimas del 
presente caso . Al respecto, este Tribunal ha expresado que la apertura de líneas de investigación sobre el 
comportamiento social o sexual previo de las víctimas en casos de violencia de género no es más que la manifestación 
de políticas o actitudes basadas en estereotipos de género. Aún más, el consentimiento de la víctima resulta 
indispensable en cualquier peritaje o examen que se le practique a la víctima de tortura y/o violencia sexual. En este 
sentido, el Tribunal considera que la realización de dichos peritajes resultó innecesaria, en tanto no se justificó cómo el 
historial socio familiar y económico de las víctimas resultaba relevante a los fines de verificar el cuerpo del delito y la 
probable responsabilidad, así como revictimizante, máxime cuando fue realizado sin su consentimiento. 

317. En consecuencia, la Corte estima que la investigación de la tortura y violencia sexual cometida contra las mujeres 
víctimas del presente caso no fue conducida con una perspectiva de género de acuerdo a las obligaciones especiales 
impuestas por la Convención de Belém do Pará. Por tanto, la Corte considera que se ha violado el deber de respetar y 
garantizar sin discriminación los derechos contenidos en la Convención Americana (artículo 1.1), y recuerda que el 
Estado reconoce la violación al derecho a la igualdad ante la ley reconocido en el artículo 24 de la Convención. 



Obligación de investigar con debida 
diligencia
Tratamiento revictimizante

Corte IDH. Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 
de noviembre de 2014. Serie C No. 289. 

256. Por otro lado, en casos de violencia sexual, la Corte ha destacado que la investigación debe intentar evitar en lo 
posible la revictimización o reexperimentación de la profunda experiencia traumática a la presunta víctima . Respecto 
de exámenes de integridad sexual, la Organización Mundial de Salud ha establecido que, en este tipo de casos, el peritaje 
ginecológico debe realizarse lo más pronto posible . Sobre ese punto, la Corte considera que el peritaje ginecológico y 
anal debe ser realizado, de considerarse procedente su realización y con el consentimiento previo e informado de la 
presunta víctima, durante las primeras 72 horas a partir del hecho denunciado, con base en un protocolo específico de 
atención a las víctimas de violencia sexual . Esto no obsta a que el peritaje ginecológico se realice con posterioridad a 
este período, con el consentimiento de la presunta víctima, toda vez que evidencias pueden ser encontradas tiempo 
después del acto de violencia sexual, particularmente con el desarrollo de la tecnología en materia de investigación 
forense . Por consiguiente, los plazos límite establecidos para la realización de un examen de esta naturaleza deben ser 
considerados como guía, más no como política estricta. De esa manera, la procedencia de un peritaje ginecológico 
debe ser considerada sobre la base de un análisis realizado caso por caso, tomando en cuenta el tiempo transcurrido 
desde el momento en que se alega que ocurrió la violencia sexual. En vista de ello, la Corte considera que la 
procedencia de un peritaje ginecológico debe ser motivada detalladamente por la autoridad que la solicita y, en caso de 
no ser procedente o no contar con el consentimiento informado de la presunta víctima, el examen debe ser omitido, 
lo que en ninguna circunstancia debe servir de excusa para desacreditar a la presunta víctima y/o impedir una 
investigación.



Obligación de investigar con debida 
diligencia
Investigación de la totalidad de los responsables en casos de violencia contra la mujer que constituya tortura

292. Esta Corte ha establecido que los Estados tienen el deber de realizar una investigación por todos los medios legales 
disponibles y orientada a la determinación de la verdad y la persecución, captura, enjuiciamiento y, en su caso, el castigo de 
los responsables, cualquiera que haya sido su participación en los hechos . Así, deben evitarse omisiones en el seguimiento 
de líneas lógicas de investigación,  de tal forma que se pueda garantizar el debido análisis de las hipótesis de autoría surgidas 
a raíz de la misma . En este sentido, a los fines de determinar si un Estado ha cumplido con su obligación de investigar a 
todas las personas penalmente responsables, esta Corte ha referido que es necesario analizar (i) la existencia de indicios 
sobre la participación de los presuntos responsables, y (ii) si hubo una actuación diligente o negligente en la indagación de 
tales indicios . 

293. En el presente caso, la Corte nota que varias de las mujeres víctimas del presente caso refirieron haber sufrido 
distintas formas de violencia y abuso por parte de agentes federales  al ser detenidas y entregadas a los agentes 
estaduales que las trasladaron . En consecuencia, esta Corte considera que existían indicios suficientes para generar en el 
Estado la obligación de investigar la responsabilidad de agentes federales por los hechos objeto del presente caso. Con 
respecto a la conducta estatal, este Tribunal ya advirtió que la investigación de la FEVIM no fue conducida con la debida 
diligencia, en tanto se omitió dar tratamiento adecuado a los elementos de prueba aportados por las mujeres víctimas del 
presente caso, lo cual implicó que no se siguieran las líneas lógicas de investigación que podrían haberse derivado de dicha 
evidencia. La Corte no cuenta con información que indique que a la fecha se encuentra abierta alguna investigación 
tendiente a determinar la eventual responsabilidad de agentes federales. Si bien el Estado alega que consignó a todos los 
agentes identificados por la SCJN que participaron de los traslados, este Tribunal advierte que los hechos de violencia sexual 
ocurrieron también durante la detención inicial y al momento del traspaso, hechos de los cuales participaron agentes 
federales (supra párrs. 75 a 105). En consecuencia, esta Corte considera que no basta con que el Estado haya investigado a 
aquellas personas que se encontraban listadas por la SCJN como probables responsables en virtud de su participación en los 
traslados de las mujeres, sino que el Estado debió haber seguido las líneas lógicas de investigación relativas a la 
participación de agentes federales en los delitos cometidas, máxime a la luz de los graves indicios señalados. 



Obligación de investigar con debida 
diligencia
294. Con respecto a los alegatos relativos a la falta de investigación de la presunta responsabilidad por cadena de 
mando, la Corte nota que el artículo 3 de la Convención Interamericana contra la Tortura establece que son 
responsables por dicho delito “los empleados o funcionarios públicos que actuando en ese carácter ordenen, 
instiguen, induzcan a su comisión, lo cometan directamente o que, pudiendo impedirlo, no lo hagan”. Ello significa 
que, tal como lo remarca el peritaje de Susana SáCouto, “en casos de tortura la obligación de investigar bajo la 
[Convención Americana] complementada por la [Convención Interamericana contra la Tortura] se extiende no sólo al 
perpetrador directo sino también a los funcionarios estatales que ordenen, instiguen, induzcan a su comisión, o que 
estando en posición de impedirlo, omitieron hacerlo”. En este punto, cabe recordar que no corresponde a la Corte 
analizar las hipótesis de autoría manejadas durante la investigación de los hechos y en consecuencia determinar 
responsabilidades individuales, cuya definición compete a los tribunales penales internos, sino evaluar las acciones u 
omisiones de agentes estatales, según la prueba presentada por las partes,  sino constatar si en los pasos 
efectivamente dados a nivel interno se violaron o no obligaciones internacionales del Estado derivadas de los artículos 
8 y 25 de la Convención Americana . Por ello, este Tribunal procederá a analizar si, en el presente caso, existieron 
indicios que señalaran que las autoridades civiles  que planearon y supervisaron los operativos ordenaron, instigaron 
o indujeron a la comisión de los actos de tortura, o bien que, pudiendo impedirlo, no lo hicieron , y si dichos indicios 
eran suficientes para justificar la apertura de líneas de investigación relativas a la responsabilidad de mando de los 
superiores.

295. En el presente caso, este Tribunal considera que había suficientes indicios como para justificar la apertura de una 
línea de investigación en relación a la responsabilidad de mando de los funcionarios a cargo de los operativos del 3 y 4 de 
mayo. 



Obligación de investigar con debida 
diligencia
297. Esta Corte no es un tribunal penal, pero no puede pasar por alto que la omisión del Estado respecto de la cadena de 
mando hubiese debido investigarse en función de las noticias que hubiesen llegado a las autoridades superiores, no sólo 
en el caso en que eventualmente se hubiese hecho caso omiso de éstas y se hubiese aceptado la posibilidad del resultado 
(dolo eventual), sino también ante la posibilidad de que éstas se hubiesen subestimado rechazando la posibilidad de ese 
resultado (culpa con representación). Por otra parte, esta última variable de responsabilidad penal no podía descartarse por 
el Estado, puesto que, dadas las características de las agresiones sexuales, que no fueron cometidas por un individuo aislado, 
sino en grupo, resulta manifiesto que las fuerzas de seguridad que operaron en el operativo carecían del más elemental y 
debido entrenamiento, lo que en cualquier policía debidamente organizada y disciplinada jamás hubiese permitido la 
comisión de tan aberrantes delitos por parte de una pluralidad de sus agentes. 

298. Esta Corte no propugna ninguna forma de responsabilidad penal objetiva contraria a los principios generales de 
responsabilidad penal contemporáneos y, por ende, en consonancia con esos principios universalmente reconocidos, 
reafirma que sólo incurre en delito quien opera con dolo o con imprudencia o negligencia. La Corte entiende que 
corresponde a los jueces penales del Estado establecer en el caso si ha mediado dolo eventual (si los superiores tuvieron 
conocimiento de los hechos o indicios de éstos y se desentendieron de eso, admitiendo la posibilidad del resultado) o si, 
por el contrario, no incurrieron en dolo eventual. En este último caso, que sería el más favorable para los superiores de la 
cadena de mandos, la Corte observa que tampoco se investigó su eventual responsabilidad por culpa (imprudencia por 
disponer el operativo con una policía indisciplinada y desorganizada) o negligencia (subestimar las noticias que les 
llegaban). A juicio de esta Corte, por lo menos esta última posibilidad aparece necesitada de investigación, dado que el hecho 
mismo, revelador de la alta indisciplina y carencia de preparación de las fuerzas de seguridad cuyos agentes fueron autores de 
los delitos, es un clarísimo indicio de imprudencia, pues a todas luces, el superior que dispone un operativo de esta 
naturaleza valiéndose de una fuerza con semejante desorden interno, incurre en una clara violación del deber de cuidado que 
le incumbe conforme a su función de mando y decisión. Cabe remarcar que esto mismo lo indica la SCJN .



Obligación de investigar con debida 
diligencia
Responsabilidad e independencia de los médicos y demás miembros del personal de salud en casos de 
violencia contra la mujer

Corte IDH. Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 289. 
258. En tercer lugar, la Corte considera que los médicos y demás miembros del personal de salud están en la obligación de 
no participar, ni activa ni pasivamente, en actos que constituyan participación o complicidad en torturas u otros tratos 
crueles, inhumanos o degradantes, incitación a ello o intento de cometerlos. En particular, el médico forense está en la 
obligación de plasmar en sus informes la existencia de prueba de malos tratos, de ser el caso . Así, los médicos forenses 
deben adoptar medidas a fin de notificar posibles abusos a las autoridades correspondientes o, si ello implica riesgos 
previsibles para los profesionales de la salud o sus pacientes, a autoridades ajenas a la jurisdicción inmediata . Además, el
Estado debe proporcionar las garantías necesarias para que, si un examen médico forense apoyara la posibilidad de que se 
hayan cometido actos de tortura u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, el detenido o la detenida no regrese al 
lugar de detención donde éstos habrían ocurrido . 

259. Al respecto, la Corte nota que, pese al evidente deterioro progresivo de la condición física de Gladys Espinoza, 
evidenciado por los cuatro exámenes físicos practicados a ésta entre abril y mayo de 1993 (supra párr. 167), los médicos 
forenses que la examinaron no denunciaron ante autoridad alguna la existencia de indicios de tortura, y en cada una de 
esas oportunidades, Gladys Espinoza fue devuelta a los mismos funcionarios de la DINCOTE que perpetraron dichas torturas y 
tratos crueles, inhumanos y degradantes en contra de ella. 



Obligación de investigar con debida 
diligencia
260. Por otra parte, la Corte ha establecido que el Estado debe garantizar la independencia del personal médico 
y de salud encargado de examinar y prestar asistencia a los detenidos de manera que puedan practicar 
libremente las evaluaciones médicas necesarias, respetando las normas establecidas en la práctica de su 
profesión . En este sentido, la Corte considera que “la independencia profesional exige que en todo momento el 
profesional de la salud se encuentre en el objetivo fundamental de la medicina, que es aliviar el sufrimiento y 
la angustia y evitar el daño al paciente, pese a todas las circunstancias que pueden oponerse a ello”. El deber de 
independencia exige que el médico tenga plena libertad de actuar en interés del paciente, e implica que los 
médicos hagan uso de las prácticas médicas óptimas, sean cuales fueren las presiones a las que puedan estar 
sometidos, incluidas las instrucciones que puedan darle sus empleadores, autoridades penitenciarias o fuerzas de 
seguridad. En esta línea, el Estado tiene la obligación de abstenerse de obligar de cualquier forma a los médicos 
de comprometer su independencia profesional. Si bien no basta con afirmar que un médico sea funcionario del 
Estado para determinar que no es independiente, el Estado debe asegurarse de que sus condiciones 
contractuales le otorguen la independencia profesional necesaria para realizar sus juicios clínicos libres de 
presiones. El médico forense tiene igualmente una obligación de imparcialidad y objetividad frente a la 
evaluación de la persona a quien examina .



Obligación de investigar con debida 
diligencia
Responsabilidad de otros funcionarios

Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas.Sentencia de 30 de 
agosto de 2010.

197. La Corte observa que en el presente caso ha concurrido la falta de voluntad, sensibilidad y capacidad en varios de 
los servidores públicos que intervinieron inicialmente en la denuncia realizada por la señora Fernández Ortega. 
Asimismo, la carencia de recursos materiales médicos elementales, así como la falta de utilización de un protocolo de 
acción por parte del personal de salud estatal y del Ministerio Público que inicialmente atendieron a la señora Fernández 
Ortega, fue especialmente grave y tuvo consecuencias negativas en la atención debida a la víctima y en la investigación 
legal de la violación. 

231. Adicionalmente, en otras oportunidades , la Corte ha dispuesto que el Estado inicie las acciones disciplinarias, 
administrativas o penales, de acuerdo con su legislación interna, a los responsables de las distintas irregularidades 
procesales e investigativas. En el presente caso el Tribunal observa que México informó que se llevó adelante una 
investigación administrativa respecto de los peritos que extinguieron las muestras, quienes habrían resultado 
sancionados. Por su parte, ni la Comisión ni los representantes, que solicitaron esta medida, aportaron prueba para 
sostener su pretensión, ni demostraron la imposibilidad de obtenerla . En consecuencia, la Corte no dictará ninguna 
medida de reparación al respecto. Por otra parte, tomando en cuenta que en este caso se dificultó por parte de un 
agente del Ministerio Público la recepción de la denuncia presentada por la señora Fernández Ortega (supra párrs. 85 
y 195), la Corte dispone que, de acuerdo con la normativa disciplinaria pertinente, el Estado examine tal hecho y, en 
su caso, la conducta del funcionario correspondiente. 



Obligación de investigar con debida 
diligencia
Prohibición de recurrir a figuras como la amnistía o medidas análogas para eximir de responsabilidad a los 
perpetradores

Caso  Espinoza  Gonzáles  Vs.  Perú.  Excepciones  Preliminares,  Fondo,  Reparaciones  y Costas. Sentencia de 20 
de noviembre de 2014.

309. Tal como se ha dispuesto en otras oportunidades relacionadas con este tipo de casos, tanto la investigación 
como el proceso penal consiguiente deberán incluir una perspectiva de género,  emprender  líneas  de  
investigación  específicas  respecto  de  la  violencia  sexual,  a  fin de evitar omisiones en la recolección de 
prueba, así como posibilitar a la víctima información sobre  los  avances  en  la  investigación  y  proceso  penal,  
de  conformidad con  la  legislación interna, y en su caso, la participación adecuada durante la investigación y el 
juzgamiento en todas las etapas. Asimismo, la investigación debe realizarse por funcionarios capacitados en 
casos  similares  y  en  atención  a  víctimas  de  discriminación  y  violencia  por  razón  de  género. Además,  
deberá  asegurarse  que  las  personas  encargadas  de  la  investigación  y  del  proceso penal,  así  como,  de  ser  
el  caso,  otras  personas  involucradas,  como  testigos,  peritos,  o familiares de la víctima, cuenten con las 
debidas garantías de seguridad. De igual modo, por tratarse de una violación grave de derechos humanos, ya 
que los actos de tortura fueron una práctica  generalizada  en  el  contexto  del  conflicto  en  el  Perú,  el  Estado  
debe  abstenerse  de recurrir  a  figuras  como  la  amnistía  en  beneficio  de  los  autores,  así  como  ninguna  
otra disposición  análoga,  la  prescripción,  irretroactividad  de  la  ley  penal,  cosa  juzgada, ne bis in idem o 
cualquier eximente similar de responsabilidad, para excusarse de esta obligación.



Obligación de investigar con debida diligencia 
en casos de niñas y adolescentes
Corte IDH. Caso V.R.P., V.P.C. y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 350.

154. Para casos de violencia y violación sexual en contra de mujeres adultas, la Corte ha establecido una serie de criterios 
que los Estados deben seguir para que las investigaciones y procesos penales incoados sean sustanciados con la debida 
diligencia . En el presente caso, la Corte tiene la oportunidad de referirse a la obligación que tiene un Estado cuando las 
investigaciones y proceso penal se dan en el marco de un caso de violación sexual cometida en contra de una niña. Por 
ende, la Corte adoptará un enfoque interseccional que tenga en cuenta la condición de género y edad de la niña.

155. La Corte considera que, sin perjuicio de los estándares establecidos en casos de violencia y violación sexual 
contra mujeres adultas, los Estados deben adoptar, en el marco del acatamiento del artículo 19 de la Convención 
Americana, medidas particularizadas y especiales en casos donde la víctima es una niña, niño o adolescente, sobre 
todo ante la ocurrencia de un acto de violencia sexual y, más aún, en casos de violación sexual. En consecuencia, en el 
marco del presente caso, y a lo largo de la presente Sentencia, el Tribunal analizará las presuntas violaciones a derechos 
en perjuicio de una niña, no solo con base en los instrumentos internacionales de violencia contra la mujer, sino que 
también los examinará “a la luz del corpus juris internacional de protección de los niños y las niñas” (supra párr. 42), el 
cual debe servir para definir el contenido y los alcances de las obligaciones que ha asumido el Estado cuando se analizan 
los derechos de las niñas, niños y adolescentes , y en el caso particular, de la obligación estatal reforzada de debida 
diligencia. Asimismo, la Corte dará aplicación concreta a los cuatro principios rectores de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, esto es el principio de no discriminación , el principio del interés superior de la niña , el principio de 
respeto al derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo , y el principio de respeto a la opinión de la niña en todo 
procedimiento que la afecte, de modo que se garantice su participación , en lo que resulte pertinente para identificar 
las medidas especiales que son requeridas para dotar de efectividad a los derechos de niñas, niños y adolescentes 
cuando son víctimas de delitos de violencia sexual.



Obligación de investigar con debida diligencia 
en casos de niñas y adolescentes
156. Las medidas especiales de protección que el Estado debe adoptar se basan en el hecho de que las niñas, niños y 
adolescentes se consideran más vulnerables a violaciones de derechos humanos, lo que además estará determinado 
por distintos factores, como la edad, las condiciones particulares de cada uno, su grado de desarrollo y madurez , 
entre otros. En el caso de las niñas, dicha vulnerabilidad a violaciones de derechos humanos puede verse enmarcada y 
potenciada, debido a factores de discriminación histórica  que han contribuido a que las mujeres y niñas sufran mayores 
índices de violencia sexual, especialmente en la esfera familiar . En lo que se refiere a la respuesta institucional con miras 
a garantizar el acceso a la justicia para víctimas de violencia sexual, este Tribunal nota que las niñas, niños y adolescentes 
pueden enfrentarse a diversos obstáculos y barreras de índole jurídico y económico que menoscaban el principio de su 
autonomía progresiva, como sujetos de derechos, o que no garantizan una asistencia técnica jurídica que permita hacer 
valer sus derechos e intereses en los procesos que los conciernen. Estos obstáculos no solo contribuyen a la denegación 
de justicia, sino que resultan discriminatorios, puesto que no permiten que se ejerza el derecho de acceso a la justicia en 
condiciones de igualdad. De lo anterior se colige que el deber de garantía adquiere especial intensidad cuando las niñas 
son víctimas de un delito de violencia sexual y participan en las investigaciones y procesos penales, como en el presente 
caso.

157. Al efecto, es pertinente precisar que la propia Convención de Belém do Pará consideró pertinente resaltar que las 
políticas estatales orientadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, debían tener en cuenta la 
situación de vulnerabilidad a la violencia que podría sufrir una niña o adolescente. Dicha Convención establece en su 
artículo 9 que los Estados Partes tendrán especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que 
pueda sufrir la mujer en razón de ser una persona menor de 18 años de edad, por lo que los casos en los que una niña 
o adolescente sea víctima de violencia contra la mujer, en particular violencia o violación sexual, las autoridades 
estatales deberán tener particular cuidado en el desarrollo de las investigaciones y procesos a nivel interno, así como 
al momento de adoptar medidas de protección y de acompañamiento durante el proceso, y después del mismo, con el 
fin de lograr la rehabilitación y reinserción de la víctima.



Reparaciones
Artículo 63

1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que se 
garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados.  Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, 
que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago 
de una justa indemnización a la parte lesionada. 

Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 16 de noviembre de 2009.

450. La Corte recuerda que el concepto de “reparación integral” (restitutio in integrum) implica el reestablecimiento de 
la situación anterior y la eliminación de los efectos que la violación produjo, así como una indemnización como 
compensación por los daños causados. Sin embargo, teniendo en cuenta la situación de discriminación estructural en 
la que se enmarcan los hechos ocurridos en el presente caso y que fue reconocida por el Estado (supra párrs. 129 y 
152), las reparaciones deben tener una vocación transformadora de dicha situación, de tal forma que las mismas 
tengan un efecto no solo restitutivo sino también correctivo. En este sentido, no es admisible una restitución a la 
misma situación estructural de violencia y discriminación. Del mismo modo, la Corte recuerda que la naturaleza y 
monto de la reparación ordenada dependen del daño ocasionado en los planos tanto material como inmaterial. Las 
reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima o sus familiares, y deben 
guardar relación directa con las violaciones declaradas. Una o más medidas pueden reparar un daño específico sin que 
éstas se consideren una doble reparación.



Reparaciones
Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas.Sentencia de 30 
de agosto de 2010.

256.La  Corte  ha  ordenado  en  otros  casos  adecuar,  teniendo  en  cuenta  los  estándares internacionales,  los  
parámetros  para  investigar  y  realizar  el  análisis  forense. En  el presente caso el   Tribunal   considera   
necesario   que   el   Estado   continúe   con   el   proceso   de estandarización  de  un  protocolo  de  actuación,  
para  el  ámbito  federal  y  del  estado  de Guerrero, respecto de la atención e investigación de violaciones 
sexuales considerando, en lo pertinente, los parámetros establecidos en el Protocolo de Estambul y en las 
Directrices de la Organización Mundial de la Salud antes indicados. 

267.En  el  presente  caso  la  Corte  destaca  la  importancia  de  implementar  reparaciones  que tengan un 
alcance comunitario y que permitan reintegrar a la víctima en su espacio vital y de identificación  cultural,  
además  de  reestablecer  el  tejido  comunitario.  Es  por ello  que  este Tribunal considera pertinente como 
medida de reparación que el Estado facilite los recursos necesarios para que la comunidad indígena me’phaa de 
Barranca Tecoani establezca un centro  comunitario,  que  se  constituya  como  centro  de  la  mujer, en el  que  
se  desarrollen actividades educativas en derechos humanos y derechos de la mujer, bajo responsabilidad y 
gestión de las mujeres de la comunidad, incluida la señora Fernández Ortega si así lo desea. El   Estado   debe   
facilitar   que   sus   instituciones   y   organizaciones   de   la   sociedad   civil especializadas   en   derechos   
humanos   y   género   brinden   asistencia   en   las   acciones   de capacitación  comunitaria,  las  cuales  deberán  
adecuarse  a  la  cosmovisión  de  la  comunidad indígena.
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